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CONFERENCIA DE PRENSA

LA CRISIS DEL PETRÓLEO Y LA NECESARIA ADOPCIÓN DE UNA POLÍTICA ENERGÉTICA Y PETROLERA

En este último tiempo el país ha debido hacer frente a sostenidas alzas en el precio del petróleo y a una cierta estabilidad de sus precios a niveles claramente más elevados de los que estábamos acostumbrados en los últimos años. Ello no sólo ha significado un mayor desembolso en divisas del orden de mil millones de dólares, sino que además ha tenido serios impactos en los presupuestos familiares, en las empresas (especialmente en las PYMES), en los costos del transporte público y complicaciones aún mayores con el gremio del transporte camionero. 

Chile importa del orden de un 93 a 95% del petróleo que consume, el  que a su vez representa del orden del 50% de las necesidades energéticas del país en un contexto de agotamiento de los recursos. Bajo estas condiciones es posible afirmar que no es social ni económicamente aceptable que el país no disponga de herramientas de política que le permitan mitigar disminuir su vulnerabilidad respecto de este energético, tanto en el corto como en el largo plazo. 

1.
La tardía e insuficiente reacción de la autoridad.

Dada la importancia que el tema tiene para el conjunto de la sociedad, nos parece altamente preocupante escuchar de parte de la autoridad declaraciones del tenor: "hemos tenido mala suerte", o, " el aumento en los precios del petróleo no es preocupante, porque tenemos suficientes recursos". En efecto, la mantención de elevados precios, sumada a la pérdida de sentido del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo (FEPP), por las modificaciones introducidas a mediados de este año, afectarán las metas económicas de reactivación e incluso dificultará el cumplimiento de las metas inflacionarias. Este tipo de actitudes y reacciones se suman a otras similares tales como “el problema del gas natural es un problema entre privados”, lo que se ha traducido en inversiones que superan largamente las necesidades de la zona Norte del país y en graves fallas de su sistema eléctrico. 

El futuro energético chileno no puede descansar en la excesiva confianza que las autoridades otorgan al mercado. El mercado energético nacional, y en particular el petrolero, adolece de distorsiones, vacíos y de un ente regulador a la altura de los desafíos. Desconocer aquello significa perpetuar una situación de dependencia y vulnerabilidad que, además de debilitar nuestra capacidad de diseñar estrategias energéticas en consonancia  con el desarrollo al cual se aspira, cercenan las posibilidades de inserción de nuestra economía de manera competitiva en un mundo altamente globalizado. La asignación de un bono de $10.000 a las familias más pobres, si bien es una medida adecuada, dadas las marcadas desigualdades de ingresos, no sólo es claramente insuficiente sino que además no constituye una respuesta al resto de los problemas planteados. 

2.
Urgente necesidad de una política energética.

Enfrentar de mejor forma los impactos derivados de la volatilidad de los precios del petróleo supone la existencia de una política energética que en Chile todavía no aparece. La experiencia de los países industrializados es una muestra clara de como éstos adoptan medidas estructurales para disminuir la dependencia del crudo y de las fuentes energéticas importadas. Dichas políticas les han permitido, a pesar de las situaciones difíciles por las que han atravesado en estos últimos tiempos, absorber en forma menos traumática los efectos de las alzas de precios en el crudo. 

Una política energética consistente con los objetivos de un desarrollo sostenido

El desarrollo sustentable constituye un propósito no sólo deseable sino que además movilizador del conjunto de los actores nacionales. No obstante, no es imaginable avanzar hacia ese tipo de desarrollo y enfrentar los desafíos que ello supone, sin establecer estrategias consistentes en el plano energético en general y petrolero en particular.

A partir de 1983, la producción nacional de petróleo inició una franca y sostenida disminución, producto del agotamiento de las reservas en el extremo sur del país. A fines de 1999, la producción nacional cubrió del orden del 7% de nuestras necesidades.

La mantención de un ritmo de crecimiento económico como el que ostenta Chile, supone elevadas presiones por el lado de la demanda de energía. Pese a ello se continúa respondiendo sólo desde el lado de la oferta. Tal opción podría  revelarse inviable económica, técnica, ambiental y políticamente.

Los actuales patrones de consumo de la energía no son sustentables. El agotamiento de los recursos, los impactos sobre el medio ambiente, la pesada carga financiera y económica para el país y los usuarios, hacen necesaria la adopción de medidas que tiendan a estimular y priorizar proyectos de optimización  de los sistemas (transporte, urbanización, construcción, educación, etc.) y eficientes en el uso de la energía, en un contexto de desarrollo sustentable

Los principales elementos de una política energética apuntan a:

a) Diversificación de las fuentes energéticas  y fomento de las fuentes renovables de energía.

La diversificación de las fuentes energéticas debe constituir un pilar central de la política energética, ya sea por motivos de seguridad de suministro, por reducción de la dependencia energética (objetivo central de los países desarrollados y concepto menospreciado por los responsables de nuestro sector energía) como por la protección del medio ambiente. Ello supone iniciar desde ya esfuerzos en el campo de la evaluación sistemática de los recursos energéticos renovables (geotermia, eólicos, solares y biomasa), del desarrollo de proyectos demostrativos tanto en el caso de tecnologías relativamente maduras (ciertos usos de la geotermia y de la energía eólica) como de otras que estarán comercialmente a punto, en un futuro próximo. Estamos hablando en este último caso, tanto de los vehículos eléctricos (baterías), híbridos (batería y motor a gasolina) y propulsados por hidrógeno (celda de combustible) como de los usos modernos de la biomasa.

Conviene señalar que el país destinó ingentes recursos durante más de 50 años al desarrollo y evaluación de los recursos energéticos convencionales, particularmente hidroeléctricos. Corresponde en consecuencia que el Estado se haga cargo del desarrollo de las fuentes renovables no convencionales, tal como ocurre en la mayoría de los países desarrollados, en algunos de los cuales existe, incluso, un impuesto a los proyectos basados en combustibles fósiles para fomentar y desarrollar las opciones eólica, solar y otras. Como en los países de mayor desarrollo relativo, deberíamos aspirar a que las energías renovables representen, en un futuro próximo, entre un 10% y un 15% del balance energético nacional.

b) Energía y Equidad.
Una política energética debe propender a mejorar los problemas de falta de equidad que caracterizan la sociedad chilena. En el caso de los derivados del petróleo, ella debe asegurar el abastecimiento de los combustibles comerciales a los sectores marginados geográfica y económicamente. Para ello se debe velar por la existencia de centros de distribución en las zonas aisladas del país, donde los mecanismos de mercado no aseguran el acceso al conjunto de la población y en el caso de los sectores urbanos de más bajos ingresos, generar subsidios directos, especialmente cuando se trate de energéticos distribuidos por red.

c) Energía y Medio Ambiente.
El sector energético es responsable de más de un 40% de las emisiones contaminantes; pese a ello, Chile carece de políticas energéticas y ambientales que definan estrategias que integren globalmente la energía y el medio ambiente. Ello es particularmente importante en el caso de la generación eléctrica y de los usos en los sectores industrial, residencial y transporte.Este último constituye, por su directa vinculación con la contaminación atmosférica, un típico ejemplo de la estrecha relación entre la política ambiental y la que orienta el funcionamiento de este sector. 

Recientemente, como resultado de la crisis del transporte caminero, hemos sido testigos del divorcio que afecta la generación de las políticas públicas, en este caso con las orientaciones que definen los planes de descontaminación, y las contradicciones  resultantes de las negociaciones con el gremio de los propietarios de camiones. El aumento en las emisiones de ozono en la Región Metropolitana y la nula intervención de parte de la autoridad responsable constituye una manifestación más de esta falta de coordinación mencionada. 

Una política que apunte a resolver el desarrollo inorgánico de la ciudad, que racionalice el desmesurado parque vehicular (buses, taxis, colectivos y camiones), que integre los sistemas de superficie y subterráneo, que promueva el transporte público y el ferroviario, permitirá reducir significativamente la importancia de las variaciones de los precios del petróleo y mitigar significativamente los impactos ambientales.

d) El Uso Eficiente de la Energía.

El uso eficiente de la energía constituye una de las opciones estratégicas más eficaces y rentables de cualquier política energética, ya que ella no sólo reducirá el impacto sobre la balanza de pagos del país sino que además permitirá reducir los costos industriales, mejorar la productividad de la actividad económica nacional, disminuir la presión sobre los presupuestos familiares de los sectores de ingresos medios y bajos y contribuirá fuertemente a reducir las emisiones contaminantes vinculadas a la combustión de los derivados del petróleo y otras fuentes energéticas fósiles.

Una sostenida política de uso eficiente de la energía permitirá al cabo de unos 10 años ahorrar del orden de un 15% del consumo anual de energía a la fecha, es decir aproximadamente unos US$ 1.000 millones. El logro de una meta como la señalada requiere del compromiso de todos los actores y del liderazgo del Estado, de manera de poner en marcha un programa que contemple inversiones de alta rentabilidad (25% y más), normativas, incentivos, capacitación de usuarios, formación de profesionales, técnicos y operadores de equipos, etc. 

Por último, existe pleno consenso entre los especialistas que el uso eficiente de la energía y las energías renovables, constituyen las opciones principales  para mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero y, por ende, enfrentar el cambio climático global derivado de ellas, fenómeno que acapara la atención del mundo en estos días en la reunión recién iniciada en La Haya. 
3.
…Y DE UNA POLÍTICA PETROLERA.

Una política petrolera que pretenda enfrentar de mejor forma una crisis como la derivada del aumento sostenido en los precios del crudo a nivel internacional, debe abrir el debate respecto de: (1) los cambios a introducir en nuestra matriz energética a fin de disminuir la dependencia del petróleo; (2) la adopción de un marco normativo para el mercado de los derivados; (3) la (re)definición del rol de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP); (4) el (re)diseño del FEPP a fin de que cumpla el rol de suavizador de las alzas a nivel interno, objetivo original para el cual fue diseñado; (5) la necesidad de reorientar los recursos derivados de los impuestos a los combustibles; (6) y la adopción de medidas (de mercado y normativas) de eficiencia en el uso de los combustibles, y la persistencia en la calidad de éstos, entre otras. 

En lo que respecta a la ENAP, se deben definir temas tales como: el rol que la sociedad le asigna en la estrategia de desarrollo de Magallanes, el grado de participación que debe tener en el (re)diseño del FEPP, el reforzamiento de SIPETROL como opción estratégica para el abastecimiento nacional del petróleo crudo, la política de asociación con terceros, conciliando el interés de la empresa y del país. 

a) Marco  regulatorio y el mercado de los derivados del petróleo.
El mercado nacional de los derivados carece de un marco normativo. Esta omisión castiga a los consumidores en la medida en que preserva condiciones de no disputabilidad de dicho mercado (carente de competencia real). En el caso chileno, conviene analizar y regular el efecto del oligopolio existente al nivel de la distribución mayorista, donde tres grandes empresas concentran el 85% del mercado y una de ellas casi el 50% de éste; la escasa competencia en el mercado del transporte y almacenamiento de productos, y en la distribución minorista. En un período en que los derivados del petróleo experimentan variaciones semanales, es posible apreciar que no existe la misma diligencia para ajustar los precios al alza que a la baja. 

b) El Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo (FEPP).

Desde la perspectiva del mecanismo, es posible afirmar que éste pareciera haber cumplido parcialmente su objetivo, al menos en los primeros años de su aplicación. De acuerdo a estimaciones realizadas, es posible afirmar que el impacto de amortiguador de las alzas de los derivados del petróleo sobre la actividad económica nacional –es decir, sobre la producción, el empleo, el ahorro, la inversión, entre otros– supera, con creces, los recursos utilizados por el Fondo. 

En este contexto, es preocupante que la ley 19.681 (Julio del 2000) haya modificado el mecanismo del FEPP, haciendo prácticamente inoperante el efecto estabilizador de la ley original. La discrecionalidad y el enfoque de subsidio implícito en su aplicación no justifican los cambios realizados, los que dejan desprotegida a la economía frente a los cambios súbitos de los precios internacionales. 

Si bien no se puede considerar al FEPP como una política petrolera, era el único mecanismo en aplicación. La tarea de enfrentar la incertidumbre prevaleciente en los mercados petroleros no puede ser el rol de mecanismos relativos a los precios únicamente como es el caso del FEPP. 

4. 
EL NECESARIO COMPROMISO ENTRE EL CORTO Y LARGO PLAZO.

En el contexto analizado, resulta indispensable asignar recursos a la investigación básica y aplicada, que apunten a un mayor conocimiento de los recursos no convencionales, a la conversión de los mismos en energía aprovechable por los sectores de transformación y uso de ésta, a mejorar la eficiencia energética y a reducir los impactos ambientales vinculados con su producción y uso. En resumen, sin abandonar la necesidad de abordar soluciones de corto plazo, habrá que construir el futuro en base a políticas que integren la componente energética y el transporte, el desarrollo urbano y la protección ambiental.
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